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Resumen: Varios han sido los autores que, a partir de los trabajos de Esping Andersen (1993, 2000), han aplicado el concepto de régimen de bienestar para estudiar las políticas sociales en América Latina. Entre otras, Martínez (2007) elabora una tipología, con trabajo de campo que se situa en el cambio de milenio, y que establece tres categorías comparativas: regímenes Estal-productivistas, Estatal-proteccionistas y familiaristas. La mayoría de países de la región los sitúa en la última categoría. Nuestra hipótesis es que con la irrupción de gobiernos de izquierdas en muchos países de América Latina a partir de los 2000, el mapa de los modelos de bienestar y cuidado puede haber cambiado de maneras substantiva. Las experiencias transformadoras son distintas, a razón de las diversas realidades económico-sociales y de acción política en las que se asientan,  pero estas poseen varios puntos de contacto pudiendo resumirse en una mayor intervención del estado en el mercado y la recuperación de la función social por parte de los poderes públicos. En el presente texto se presentará un modelo de analisis de los régimenes de bienestar latinoamericanos, basado en Esping Andersen y Martínez, pero que quiere dar cuenta de los cambios económicos, políticos y sociales que se han producido en la última década en la región.
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1. Introducción
Con el triunfo de Hugo Chavez en las urnas en 1998 se abre un periodo de cambio en América Latina[footnoteRef:2]. Si bien cada Estado tiene sus propias especificidades, todas estas experiencias tienen como objetivo “desmontar el núcleo duro de la agenda neoliberal y recuperar ciertas funciones de bienestar social y regulación económica, como se venía realizando aunque de modo muy desigual, en los años previos al ajuste estructural” (Ramírez, 2006: 33). Estos procesos buscan revertir las condiciones materiales y simbólicas heredadas de la implementación durante dos décadas de políticas neoliberales derivadas del Consenso de Washington. Estas se caracterizaron por promover la “flexibilización laboral, la privatización, la desregulación, la apertura de las cuentas comercial y financiera, la reducción del tamaño del Estado, etc.” (Falconí/ Muñoz, 2012: 77); medidas que terminaron provocando el aumento de la desigualdad y la pobreza, así como la reproducción de una estructura productiva ociosa y rentista, enfocada más en los beneficios del comercio exterior de materias primas, que en la satisfacción de las necesidades del país. A este período se lo conoce también como el de las décadas pérdidas o sufridas[footnoteRef:3] .  [2:  Le siguen Brasil (2003), Argentina (2003), Uruguay (2004), Bolivia (2006), Ecuador (2007), Nicaragua (2007) y Paraguay (2008).]  [3:  “Los años ochenta y noventa fueron décadas muy sufridas para las grandes mayorías. La democracia, la soberanía y la justicia social fueron suplantadas por el riesgo país, la confianza de los mercados y la seguridad jurídica… La exclusión fue integral y abarcó todo tipo de aspecto: consumo, ingreso, sistema crediticio, vivienda, educación, sanidad, otras necesidades básicas y derechos sociales” (Serrano, 2012).] 

Para comprender el proceso de cambio estructural que están llevando a cabo en algunos países de América Latina (de forma constitucionalizada en el caso de Bolivia, el Ecuador y Venezuela) consideramos importante analizar de manera específica el tipo de intervención estatal en el campo social, en los procesos de distribución y redistribución de recursos, en la provisión de cuidados y bienestares a la ciudadadía. Diversas publicaciones recogen los logros conseguidos durante el período en el que han estado dirigiendo el país los gobiernos progresistas en lo que tiene que ver con mejoras en reducción de la pobreza y la desigualdad, el aumento de la cobertura en servicios de salud y educación o aumento de la calidad del trabajo productivo –avances reconocidos también por organismos nacionales e internacionales-, aunque son pocos aún los análisis críticos que buscan comprender, de una manera integral y estructural, las intervenciones que se están realizando en el régimen de bienestar, estudiando las modificaciones cuantitativas pero sobretodo cualitativas y conceptuales. Es fundamental, pues, identificar las dinámicas de continuidad y cambio que se producen en las agendas social, laboral y tributaria.
En este sentido decir que los procesos de cambio señalados no sólo están introduciendo modificaciones substanciales en las políticas y estructuras estatales de muchos países latinoamericanos, sino que también están provocando el surgimiento de nuevas preocupaciones intelectuales y académicas en la región. Así pues, parafraseando a Martínez (2007:4), podemos decir que “las consideraciones redistributivas (vuelven) a la escena” del debate. Se modifican realidades y también esquemas analíticos. En este sentido, no es gratuito que se empiece a hablar de sistemas nacionales de inclusión, de políticas estructurales de salud o de educación, así como también que en el campo académico comience a utilizarse el concepto de regímenes de bienestar, de cuño claramente europeo, que se consolidó a partir de las aportaciones realizadas por Goska Esping Andersen (1993 y 2000). En la academia se recupera la preocupación por la agenda social, a la vez que muta la perspectiva; ya no se trata de estudiar intervenciones parciales sino de comprender cómo se construye y modifica el sistema, la estructura, que se ocupa de los cuidados y el bienestar de los y las ciudadanas, aunque aún hay pocos trabajos empíricos producidos en este nuevo milenio.
De la misma manera que esta nueva agenda de investigación sobre régimenes de bienestar supuso un salto cualitativo en los trabajos que se venían haciendo en Europa sobre la evolución de los Estados del Bienestar, surgidos inmediatamente después de la Segunda Guerra Mundial (IIGM) -y en el caso del Sur de Europa a partir de los 80’-, esta agenda creemos que presenta grandes potencialidades para la comprensión de este momento de recuperación de la función social que están viviendo muchos estados de la región. Las características propias de las estructuras de bienestar en los países latinoamericanos -con aún importantes niveles de informalidad y precariedad en el mercado de trabajo, instituciones estatales poco sólidas y un peso importante de la familia (y en concreto de la mujer) en la provisión de cuidados- nos llevan a pensar en la necesidad de aplicar modelos de análisis más abiertos y flexibles que los que nos ofrecían las aproximaciones clásicas en el campo de estudio de las políticas sociales. Y algunos elementos de esta agenda inaugurada por Esping Andersen son de utilidad.
Así pues, en el presente texto queremos poner las bases teóricas y metodológicas que permitan abrir una agenda de investigación con la finalidad de indagar sobre el tipo y las principales características del régimen de bienestar (que contempla pero excede a las políticas sociales) que se proyecta en los países en transformación en América Latina. A partir de un análisis bibliográfico y de una primera aproximación cualitativa trazaremos de modo aún bastante hipotético, ideas de caracterización de los modelos en construcción. No se trata de un trabajo cerrado sino que nuestra principal intención es la de abrir preguntas y dejar apuntados retos para futuros desarrollos académicos.  

2. Regímenes de bienestar: conceptos que innovan los análisis y las políticas
El concepto de régimen de bienestar busca superar los modelos teóricos clásicos del estudio del Estado de bienestar y las políticas sociales. Estos presentaban un análisis demasiado fragmentado y a-político (o a-ideológico) de la realidad, como si los proyectos de país no tuvieran que ver con las intervenciones sociales diseñadas e implementadas. De esta manera, los continuos y tipologías que se establecían en la literatura del bienestar y el cuidado en un pasado podían no dar cuenta realmente del tipo de modelo general que se estaba construyendo. Así pues, las obras de Esping Andersen (1993, 2000) supusieron un enriquecimiento cognitivo que permitiría: 1) construir una mirada integral más allá de la fragmentación sectorial de análisis previos, focalizados en un tipo concreto de políticas como las educativas, sanitarias, de seguro social, etc; 2) superar una aproximación cuantitivista, basada en el análisis de la cantidad de dinero que se gasta y no en el cómo se gasta, “sociologizando” el análisis; 3) considerar no solamente la esfera público-estatal como productora de bienestar sino también tener en cuenta la esfera mercantil, la comunitaria o social y la familiar; 4) facilitar el desarrollo de aproximaciones comparativas entre países y modelos .
Esta nueva agenda posibilitaba la comprensión de la naturaleza de las diferentes esferas que están implicadas en la prestación de bienestar y cuidado, más allá del Estado. Como apuntan Gallego, Gomà y Subirats (2003a:47), “las políticas de bienestar se conforman como espacios de gestión colectiva de los múltiples ejes de desigualdad –de clase, de ciudadanía, de género, etc.-, que surcan múltiples esferas –pública, mercantil, asociativa, familiar”. Si una necesidad no es cubierta por el Estado, muy probablemente recaerá sobre otra esfera. Analizar por lo tanto el bienestar desde esta visión más amplia, permite no sólo mejorar los diagnósticos sino también las orientaciones en materia de políticas públicas [footnoteRef:4].  [4:  Para una discusión en profundidad sobre Estado del Bienestar keynesiano-fordista ver Titmuss (1958), Rossanvallon (1981) y Spicker (1988).] 

La otra gran aportación que hace Esping Andersen (1993) es en lo referente al establecimiento de una tipología sobre regímenes de Estado del bienestar – en su caso en Europa -, es decir, la importancia de la utilización del método comparativo. Gracias a ello pudo establecer para el caso europeo tres regímenes de bienestar: el anglosajón (o liberal), el continental (o cristiano) y el nórdico (o socialista). En el estado del bienestar liberal “predomina la ayuda a los que se comprueba no tienen medios”,  aparecen como centrales “normas tradicionales y liberales de la ética del trabajo”, y  la consecuencia es un régimen que “minimiza los efectos de la mercantilización, limita con efectividad el alcance de los derechos sociales” (1993:47) y construye un orden dual. En el estado del bienestar cristiano, “los derechos fueron vinculados a la clase y al status social”, con una “estructura estatal perfectamente preparada para desplazar al mercado como proveedor del bienestar social” y “fuertemente comprometidos con la conservación de la familia tradicional” (1993:48). En el estado del bienestar socialista se busca promover “una igualdad en los estándares más elevados”, dándose así una elevada desmercantilización y “programas universalitas que, sin embargo, se adaptan a expectativas diferenciadas”, siendo destacable el hecho del alto compromiso con la prestación de servicios sociales “no sólo para atender a las necesidades de la familia, sino también parar permitir que las mujeres pueden elegir el trabajo en lugar del hogar” (1993:49).

2.1. Dimensiones  y conceptos para el análisis de los regimenes de bienestar
Siendo conscientes que el contexto dónde se gestan modelos de bienestar en  la Europa del Sur o en Latinoamérica es distinto que aquel en que se construyen los Estados del bienestar de la Europa occidental democrática post-IIGM, interesa para avanzar en el análisis para detectar qué dimensiones utilizadas para construir la tipología clásica de Esping Andersen (1993) pueden ser recuperadas para caracterizar otros modelos y construir nuevas tipologías. Así pues, y inspirándonos en el trabajo de Adelantado y Gomà (2000:69), tomamos como dimensiones en las que profundizar: el referente normativo global del modelo; la manera como se configuran los derechos sociales pilares del bienestar (salud, educación y vivienda); el modo de estructura la protección social; el régimen de fiscalidad; las relaciones de empleo; y los efectos en la estructura social.
Las dimensiones apuntadas permiten observar la relación que existe entre los referentes normativos políticos estructurales y las distintas formas de materializar las políticas sociales, como son el tipo de prestaciones, coberturas, nivel de regulación, etc. Además, el análisis de estas dimensiones ayuda a comprender como se van configurando los conceptos identificados por Eping Andersen – (des)mercantilización de las políticas sociales y estratificación de las sociedades -, que segun el autor son la base de la caracterización de un modelo de bienestar. Aunque de manera adaptada para el caso de Latinoamérica, estas dimensiones van a construirse como herramientas para nuestro objeto de estudio. Así pues, “desmercantilización se produce cuando se presta un servicio como un asunto de derecho y cuando una persona puede ganarse la vida sin depender del mercado” (1993, 41); es decir, cuando se sustrae la efectivización de derechos sociales de la esfera mercantil; y la estratificación nos da cuenta del impacto que tiene un modelo de bienestar sobre la estructura social y económica de un territorio, y no solo en la dimensión de clase sino también en otras como la de género, generacional, étnica, etc. [footnoteRef:5]. [5:  “El Estado del bienestar no es sólo un mecanismo que interviene en la estructura de la desigualdad y posiblemente  la corrige, es un sistema de estratificación en sí mismo, es una fuerza activa en el ordenamiento de las relaciones sociales” (Esping Andersen, 1993: 44)] 

En el marco teórico y metodológico que proponemos, la (des)mercantilización se analizará tomando en cuenta el grado en que los servicios que garantizan los servicios sociales básicos, la salud y la educación, recaen en la esfera pública o en la privada, así como también la intensidad con la que se prestan estos servicios. La estratificación se va a estudiar desde un doble punto de vista: mediante una comprensión de las modificaciones que se producen en la estructura social (tomando indicadores cláscios como la desigualdad y la pobreza) así como también las estructuraciones y re-estructuraciones que introducen las políticas sociales, laborales y tributarias (universalismo versus focalización de los programas, modificación del cleavage de género, edat y etnia de las políticas, etc.).

Gráfico 1. Marco teórico-metodológico para el estudio de los régimenes de bienestar
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Fuente: Elaboración propia

3. Regímenes de bienestar en América Latina
En el caso de la región latinoamericana, diversos estudios han intentado caracterizar las políticas de bienestar. Cabe señalar, sin embargo, que la producción académica es relativamente pequeña hasta el cambio de milenio, lo cual no es una casualidad. La poca presencia de investigaciones sobre regímenes de bienestar -si en cuestiones de “pobretología” o de políticas sociales unidimensionales- no puede desvincularse de la realidad política, social y económica del contexto latinoamericano durante los años ochenta y noventa, así como del tipo de intervenciones públicas, de mercado y comunitarias que se llevan a cabo en el campo de la inclusión y protección social. 
Durante este período de décadas perdidas y sufridas, como ya se mencionó anteriormente, se apostó por el achicamiento del Estado y de su intervención en los campos económico y social. Así detectamos dos consecuencias en el proceso que tienen que ver con la producción académica: 1) El debilitamiento de la capacidad estatal, y la centralidad que adquiere la acción de los actores económicos, dificulta imaginar regímenes estructurales e integrales de bienestar de modo similar a la forma estatal que se construye después de la IIGM en la Europa democrática. 2) La importancia que toman en este período organismos internacionales y ONGs fomenta que las intervenciones que se llevan a cabo sean sectoriales y parciales; se trata de políticas de inclusión que actúan sobre las consecuencias del sistema y no sobre sus causas. Se busca reducir pobreza pero no cambiar el sistema de desigualdades e inequidades. Fueron estas políticas las que concentraron la mayor atención en los y las investigadoras.
Si bien existen diversas investigaciones previas sobre tipologías de países latinoamericanos analizando sus políticas sociales [footnoteRef:6], la investigación más completa realizada hasta el momento sobre regimenes de bienestar en la región es el que lleva a cabo Martínez (2007), situando su trabajo de campo entre 1998 y 2003, trabajando a partir del concepto de regímenes de bienestar de Esping Andersen (1993, 2000) y agregando perspectivas feministas como la de Orloff (1993, 2009). A partir de una visión integral de la política pública, en su modelo analítico da importancia al trabajo productivo y reproductivo, además de analizar los servicios de salud y educación, o los niveles de protección social. Esta autora apunta que “todos los regímenes latinoamericanos son, en alguna medida, informales, en tanto una proporción de la población no puede (…) lidiar razonablemente con los riesgos sociales a través de su participación en los mercados laborales o en los servicios públicos (Gough y Wood, 2004). Por lo tanto, una proporción variable de la población en alguna medida depende de arreglos familiares y comunitarios” (Martínez, 2007: 23-24). [6:  Ver Mesa-Lago (1991) Filgueria (1998).] 

Necesitamos pues estudiar los régimenes de bienestar en América Latina con posterioridad al periodo de irrupción de las propuestas neoliberales. Si bien el trabajo de Martínez (2007) nos abre una interesante perspectiva de análisis, el periodo temporal en que ella situa el trabajo de campo nos empuja a desarrollar estudios sobre los gobiernos llamados progresistas que se constituyen en América Latina en cascada a partir del triumfo de Hugo Chavez en 1998.

3.1. Nuevos conceptos para analizar el bienestar latinoamericano
Esta autora introduce dos conceptos importantes para el caso latinoamericano, y que no había sido abordados por Esping Andersen (1993, 2000), por la naturaleza de los casos europeos analizados y el momento en que se escribe la obra: la (des)mercantilización - que nosotras vamos a llamar calidad de la fuerza de trabajo- y la (des)familiarización de la reproducción de la vida. Así pues, la (des)mercantilización refleja “la capacidad del mercado laboral para proveer trabajo remunerado, así como la calidad de dicho trabajo según estabilidad, protección social y otras garantías laborales” (Martínez, 2007:11). La (des)familiarización se da cuando los cuidados y bienestar recaen de manera importante sobre la esfera familiar (y por lo tanto, sustentada mayoritariamente en la mujer), es decir, lo que está en juego es la “disponibilidad de trabajo femenino no remunerado en la división social del trabajo” (Orloff, 1993 [footnoteRef:7]). Esta segunda idea recien aparece en las obras posteriores de Esping Andersen (2010). [7:  Citado por Martínez, 2007:12.] 

Concretando más, en nuestro modelo teórico y metodológico, la calidad de la fuerza de trabajo vamos a analizarlo a través del grado de formalidad del mercado de trabajo, de la calidad del trabajo vinculada a derechos de seguridad social, y al nivel de derechos laborales alcanzados. Por otro lado, la (des)familiarización la estudiaremos a través de  cambios en la estructura social (tomando indicadores como el aumento del trabajo productivo femenino y de uso del tiempo) así como también el incentivo o desincentivo que provocan las políticas sociales, laborales y tributarias en el mantenimiento de los clásicos roles de género. También consideramos relevante, y relacionado con este último concepto, tener en cuenta la interrelación entre familia y comunidad, muy relevante en la provisión de bienestares y servicios en los países estudiados.
La autora elabora una tipología completa y compleja dibujando para la región latinoamericana tres modelos de regímenes de bienestar: estatal-proteccionista, estatal-productivista y familiarista. Considera como régimen estatal-productivista al caso de Argentina y Chile: “El Estado interviene en aquellas áreas en que el mercado no resuelve o para aquella parte de la población para la cual el intercambio mercantil no es suficiente” (2007:24). El objetivo fundamental es conseguir una fuerza laboral con buenas condiciones para que participe con éxito en el mercado laboral. Estos países han logrado comparativamente mercantilizar su fuerza de trabajo de manera más importante que el resto de países, aunque la protección de riesgos (vejez) y la formación de capital humano (salud y educación) aún depende de manera importante del poder adquisitivo de la población. 
Sitúa como régimen estatal-proteccionista al caso de Brasil, Costa Rica, México, Panamá y Uruguay: “El estado en este caso interviene aún en áreas que podrían ser de predominio del mercado (como la seguridad social) y para población que no necesariamente se encuentra en condiciones de pobreza” (2007:24).  En este tipo de países las medidas ponen acento en la protección social, pero de manera prioritaria a las contribuciones asociadas al trabajo formal. Estos territorios tienen un grado menor de mercantilización de la fuerza de trabajo que los anteriormente citados, pero en términos de protección social y formación de capital humano son superiores, aunque con una fragmentación de grupos sociales. Señala como régimen familiarista a dos grupos de casos: 1) Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Perú, República Dominicana y Venezuela; 2) Bolivia, Honduras, Nicaragua y Paraguay. Estos tienen un peso importante de prácticas informales, aquí “la mayoría de la población depende sólo de arreglos familiares y comunitarios en el marco de mercados laborales y políticas públicas excluyentes” (2007:25). La diferencia entre los dos grupos de países es de grado. Un numero importante de la población no tiene un buen acceso a los servicios públicos. Estos países tienen muy poca capacidad para absorber la fuerza de trabajo y hacerlo con calidad. 
Expuesta la tipología, nuestra hipótesis es que con la irrupción de gobiernos de izquierdas en muchos países de América Latina a partir de la primera década del s. XXI, el mapa de los modelos de bienestar y cuidado puede haber cambiado de manera substantiva. Como ya hemos apuntado anteriormente, a pesar de que las experiencias transformadoras son distintas por las diversas realidades económico-sociales y de acción política en las que se asientan,  estas poseen varios puntos de contacto y caminan hacia prestar una mayor respuesta a las necesidades sociales desde el propio Estado. La centralidad que ha tomado la agenda social en los procesos de transformación, sobretodo de manera importante en los casos de Ecuador, Bolivia y Venezuela, nos hace pensar que se podrá estar abandonando la caracterización exclusiva de Estado familiarista que daba la autora con datos de 1998-2002. Así pues, el Estado interviene en áreas que podrían ser de predominio del mercado, y se amplía la cobertura en salud, educación y protección social.

4. Los casos del Ecuador, Venezuela y Bolivia
Aunque los procesos de retorno del Estado, y de búsqueda de superación del modelo neoliberal antecedente se producen en distintos países de América Latina, en el presente artículo se analizan solamente los casos de Ecuador, Venezuela y Bolivia por tres motivos: 1) Los tres países vivieron procesos constituyentes que implicaron cambios substantivos, desde la misma carta magna, en la manera de entender el bienestar; 2) Durante los años que han dirigido el Estado gobiernos autodenominados progresistas se han puesto en marcha importantes estrategias de retorno del Estado, planificación y desarrollo de políticas públicas en la agenda social, y en menor medida labora y tributaria; 3) Los tres países fueron tipificados como régimenes familiaristas por Martínez (2007), se trata de países andinos con presencia de población indígena y unos niveles altos de pobreza, e intuimos que su localización en la clasificación puede haberse movido.
Creemos pues que son los tres casos dónde se han producido modificaciones normativas, constitucionales, legales y programáticas y despliegue de las políticas públicas con una intensidad relevante y que merecen ser estudiados de manera detallada. A continuación se presenta una primera exploración a los régimenes de bienestar que se construyen en estos países, dejando para futuros trabajos una descripción detallada y un análisis descriptivo de estos casos. También en un futuro será interesante añadir nuevos casos para tener una perspectiva compartiva más amplia.

4.1 El bienestar en las constituciones
Los procesos constituyentes que se llevan a cabo en estos tres países marcan un antes y un después en las reglas de juego de la política y la gestión. Constitucionalistas como Viciano/Martínez (2010) apuntan que la ola de creación de nuevas constituciones latinoamericanas en el cambio de milenio tiene unas características propias. De esta manera, las constituciones de Venezuela (1999), Bolivia (2007) y Ecuador (2008) conformarían el “nuevo constitucionalismo latinoamericano” que iría más lejos que el “neoconstitucionalismo” que inspiró, entre otras, las cartas magnas del Estado español (1978) y Brasil (1988) sobretodo en lo que se refiere al procedimiento de construcción de las cartas magnas. Así pues, desde el punto de vista externo, los tres procesos latinoamericanos “asumen la necesidad de legitimar la voluntad social de cambio mediante un intachable proceso constituyente de hechura democrática y, aunque los resultados son en buena medidida desiguales, consiguen aprobar constituciones que apuntan, en definitiva, hacia el Estado cosntitucional. Teoría y práctica se unen, por lo tanto, en el nuevo constitucionalismo latinoamericano” (2010: 26).
Desde el punto de vista interno se han apuntado también diferencias. Así pues, segun Martínez (2008: 75) se destaca: “su contenido innovador (originalidad), la ya relevante extensión de articulado (amplitud), la capacidad de conjugar elementos técnicamentes complejos con un lengiaje asequible (complejidad) y el hecho de que se apuesta por la activación del poder constituyente del pueblo ante cualquier campib constitucional (rigidez)”. Creemos pero que en lo que se refiere a estos aspectos las diferencias con el “neoconstitucionalismo” no son tan relevantes como se plantean. Se produce simplemente un proceso de construcción de constituciones en un nuevo contexto político, social y cultural. Eso es, las constituciones se adaptan a su tiempo. Así pues, textos de este tipo en el presente tendrán nuevas agendas, mayores complejidades y articulados mucho más amplios.  

4.2. La caracterización de las políticas de bienestar en estos tres países
Martínez (2007) caracterizó, con datos de 1998-2002, a los tres países estudiados como regímenes familiaristas (Ecuador y Venezuela los situaba en el primer grupo y Bolivía en el segundo). Aunque algunas de las caracteristicas que apuntaba la autora actualmente se mantienen - son importantes aún los arreglos familiares y comunitarios en el ambito laboral y de cuidados - el retorno del Estado y la búsqueda activa de materialización de políticas progresistas matizaría la afirmación de dificultad de acceso a servicios públicos como la salud o la educación, así como también debería tenerse en cuenta la dinamización y el aumento calidad en la fuerza de trabajo que se ha producido durante los últimos años. Además apuntar que las tasas de pobreza y desigualdad, que aún son altas, han disminuido de manera destacada en estos tres países. Por lo tanto, encontraríamos también para estos tres casos caracterizaciones presentes en las dos otras categorías que presenta la autora: régimen de Estado-proteccionista y régimen de Estado.

Ecuador: planificación y búsqueda de la calidad
De entrada podemos afirmar que la Constitución de Montecristi asienta las bases para la construcción de un régimen de bienestar que supere los modelos limitados anteriores. Más allá de la ley fundamental, cabe decir que las políticas públicas implementadas durante estos seis años -de gran calidad gracias al sistema de planificación que se construye en el país y con una fuerte inversión de recursos- aportan importantes avances en el campo social, y a la vista están los indicadores sobre logros conseguidos. Pero aún quedan muchas cuestiones por definir. Y será en el próximo periodo de gobierno que visualizarmos el modelo propuesto por la Revolución Ciudadana. Como en todo proceso político real, se trata de un régimen en construcción y disputa, tanto entre gobierno y actores sociales y empresariales, como (y esta es una característica relevante para el caso del Ecuador) dentro el propio ejecutivo y otras instancias estatales.
Durante los primeros seis años de la Revolución Ciudadana se identifica en tres claras dinámicas que deben ser expuestas para entender el modelo en construcción: 1) La (re)apropiación de recursos para el Estado; una porción importante de estos que restaban enajenados por la deuda externa, por el lucro de las empresas multinacionales explotadoras de petróleo o minería, y por la negativa de las clases adineradas de pagar impuestos, vuelven a manos de los poderes públicos. 2) La recuperación de la autonomía (relativa) del Estado y su capacidad de planificación; se produce un proceso de descorporativización del Estado y un retorno de la capacidad de los poderes públicos a la rectoría, regulación, control y planificación de la acción pública[footnoteRef:8]. 3) La fuerte inversión social y extensión de políticas de bienestar; aumenta la cantidad de recursos que se destinan al desarrollo de políticas sociales, así como también las coberturas de estos servicios. En este sentido, saltan a la vista los importantes avances en indicadores de bienestar social y desarrollo humano: disminución de pobreza y desigualdad, aumento de coberturas de salud y educación, consiguiento una universalización de mínimos, y mejoras en la calidad de la fuerza de trabajo (más trabajo pleno y más trabajadores afiliados a la seguridad social). [8:  Sobre las transformaciones estatales operadas en el país ver Ramírez (2012a y 2012b) y Muñoz (2013).] 

De todas formas se detectan aún importantes tendencias que vienen del periodo neoliberal: focalización y estructuras familiaristas permanecen en muchas políticas de inclusión y protección social (el ejemplo del Bono de Desarrollo Humano, el más paradigmático); la centralidad que toma la lucha contra la pobreza o las políticas de desarrollo infantil; la dualidad en la prestación de servicios de salud y educación (las clases populares en servicios prestados por el Estado, las clases medias y altas en servicios privados), etc[footnoteRef:9]. Existen pero tres características que pueden impulsar y llevar más lejos el régimen de bienestar del Ecuador: 1) La centralidad de la planificación; 2) La preocupación por la calidad; y 3) La importancia que se le está dando al sistema tribuario.   [9:  Una historia reciente de las políticas sociales en el Ecuador puede leerse en Minteguiaga (2012).] 

Entrando en la primera, el sistema nacional descentralizado de planificación participativa se dibuja en la propia Constitución (art. 279-280) y se desarrolla en el Codigo de Planificación y Finanzas Públicas, y en un segundo plano en la Ley Orgánica de Participación Ciudadana y el Codigo Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización. A razón de este cuerpo normativo, cada legislatura tienen que ir precidida por la elaboración de un Plan Nacional del Buen Vivir (o plan de desarrollo) que es de obligado cumplimiento de todos los poderes públicos. Las instituciones sub-nacionales también tienen que planificar sus actuaciones. Además, el desarrollo y el cumplimiento del Plan se lleva a cabo con instrumentos técnicos de alta calidad: evaluaciones, encuestas y estadísticas, procedimientos estandarizados públicos y transparentes, etc. Este hecho puede jugar a fabor de la consecución de políticas públicas eficaces y eficientes en el campo de los social, laboral y tributario. 
Vinculado a lo anterior, y como segunda característica, el gobierno de la Revolución Ciudadana pone un énfasi grande en la consecución de la calidad. No es de extrañar el énfasi puesto en la meritocracia o en el control de la implementación de políticas públicas mediante distintos mecanismos de gestión pública y seguimiento de las acciones institucionales. En el propio Programa de Gobierno con el que el presidente Rafael Correa gana las elecciones en febrero de 2013 la cuestión de la calidad esté presente, así como en distintos objetivos del Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017. Conseguir calidad en los servicios de educación y salud puede romper la dualidad existente actualmente entre el mercado público y el mercado privado de servicios. También, la posibilidad de repensar las políticas de inclusión y protección social en este marco pueden proyectar unas respuestas de acción pública emancipadoras en un futuro. 
La tecera característica, la importancia del sistema tributario. Ha sido una prioridad del gobierno de la Revolución Ciudadana hacer un sistema tributario eficaz y eficiente, que empiece a cumplir sus funciones distriubutivas y redistributivas. Si bien es cierto que no se ha llevado una reforma estructural que permita una transferencia improtante de rentas entre estractos sociales, si que es cierto que se ha conseguido lograr el cumplimiento de las leyes tributarias existentes, así como una credibilidad en la institución recaptadora. 

Venezuela: construcción de una nueva institucionalidad
En el caso venezolano la construcción del modelo tiene una década y media de vida  y presenta unas características más concretas que permiten hacer una mayor definición de este[footnoteRef:10]. De todas formas, la revolución bolivariana es un proceso en marcha y eso hace que se pueden identificar distintos periodos en la construcción del régimen de bienestar del país, destacando cláramente tres etapas que se exponene a continuación: una primera de exploración en el campo de las políticas sociales (1998-2003), una segunda de expansión de las misiones (2003-2006), y una tercera de desaceleración del modelo y reestructuración permanente de esta (desde 2007 hasta la actualidad).  [10:  Cabe decir que a diferencia del caso ecuatoriano, existe bastante literatura sobre la cuestión, en concreto sobre misiones, pero hay pocos datos y trabajos empíricos (ni gubernamentales ni de otras instituciones) a los que recurrir para hacer una evaluación. Las prioridades de investigación se han centrado en otros campos, diversos a las políticas sociales, laborales y tributarias que son las que en este artículo se hace referencia. ] 

Desde que en 1998 Hugo Chavez ganó las elecciones en el país, se empezaron a dar pasos con la finalidad de luchar contra la pobreza y la desigualdad presentes en este contexto georgráfico tant rico de recursos naturales. Los índices de miseria y extrema pobreza eran alarmantes en diversas zonas del país como resultado, en parte, del periodo neoliberal experimentado[footnoteRef:11]. La Constitución de 1999 presenta importantes innovaciones. Se amplia el reconocimiento de los derechos sociales y además se plantea un nuevo contextos en el que estos deberán construirse poniendo en el centro la corresponsabilidad entre ciudadanos y estado. Así pues, “la política social debe tener como finalidad capacitar, preparar y garantizar la salud, el trabajo, la educación, la seguridad social, la vivienda. En fin, costruir una ciudadanía de contenido social” (Maingon, 2004: 55). A parte de la carta magna, otros instrumentos orientan la agenda social en este periodo: el Plan Bolivar 2000 que incluye la Agenda Social 2000 y el Plan de Desarrollo Económico y Social de la Nación 2001-2007 (PDES). [11:  En 1998 un 52,9% de la población venezolana vive en situación de pobreza, y de ellos un 22,5% son pobres extremos. Datos del Instituto Nacional de Estadísticas venezolano citados en Maingón (2006). ] 

De todas formas, la urgencia por operar, por la magnitud de los indicadores sociales del momento, lleva al gobierno bolivariano “en julio de 1999, la ratifación de 9 de los 14 programas sociales de la Agenda Venezuela, instrumentados por el gobierno de Rafael Caldera (1993-1998), programas de carácter básicamente compensatorio-asistencia” (Maingon, 2004: 56). Se trata pues de continuar una política pública con fuertes influencias neoliberales. No se logran en estra primera etapa transformaciones estructurales en la manera de plantear el bienestar y el cuidado en la acción pública del país. Esto trae como consecuencia la dificultad para obtener resultados positivos en la mejora de la calidad de vida de la población.
En 2003, en un contexto marcado por los intereses electorales que provoca el complicado escenario que se le plantea al gobierno con el Referendo Revocatorio, así como también por un aumento acelerado de la renta de origen petrolero (Vera, 2008) se inaugura una nueva etapa de la agenda social caracterizada por el desarrollo de las misiones, programas sociales implementados desde el margen de la institucionalidad. Así pues, “estos programas sociales estaban concebidos como una plataforma operativa que habría de garantizar, con un bajo grado de institucionalización, un rápido abastecimiento de sectores necesitados de la población (...). Frente a las tradicionales políticas sociales, se distinguen especialmente por su carácter extrainstitucional” (Burchardt, 2009: 86) poniéndo énfasis en la necessidad de llegar dónde no lo hacían las instancias tradicionales así como desburicratizar la política y promover la participación ciudadana. En tan solo dos años se logran implementar 13 misiones en areas como la inclusión social, la educación, la salud, la alimentación y el hábitat que alcanzan coberturas importantes en los sectores populares. Así, “aproximadamente un 30% de la población (7.2 millones) en la Misión Barrio Adentro y 53% en la Misión Mercal (12 millonoes)”[footnoteRef:12]. [12:  D’Elia y Quiroz (2010) citando a D’Elia y Maingon (2009). Pueden verse datos sobre las coberturas de las distintas misiones durante los años de apogeo de estos programas sociales en ambas obras.] 

Cabe decir pero que a partir de 2006 y 2007 se detecta un debilitamiento de ciertas misiones y una reducción de su cobertura. De manera paralela, se diversifica el foco de atención de las misiones y aparecen de nuevos prigramas: unas primeras misiones dirigidas a poblaciones específicas y de carácter asistencial como Misión Negra Hipólita, Misión Madres del Barrio, Misión José Gregorio Hernández y Misión Niño Jesús; unas segunda para el impulso del proyecto socialista como Misión Che Guervara o Misión Villanueva (D’Elia y Quiroz, 2010). Durante el último periodo de la vida de Chávez, este comienza a ejecutar medidas de centralización de la administración pública, y también de las misiones, con el objetivo de relanzar el proyecto. Y a partir del discurso del entonces presidente en la victoria electoral del 8 de octubre de 2012 se empieza a hablar de buscar la eficacia de las políticas y los servicios públicos. Este último elemento puede ser el catalizador para el impulso de una agenda social venezolana renovada y para construir una redefinición del régimen de bienestar.
De modo resumido, tres han sido las características que pueden destacarse del régimen de bienestar venezolano, centrado desde 2003 en el proyecto de las misiones. 1) La construcción de una nueva institucionalidad para la implementación de políticas sociales. En un primer momento esta realidad acompañó a un crecimiento importante en coberturas de las políticas sociales. Debe tenerse en cuenta la inoperancia de la adminsitración pública tradicional del país, así como también las necesidades inmediatas a cubrir. De todas formas, la falta de canalización por vías institucionales pronto provoca una inestabilidad, fragmentación y focalización de las políticas sociales. También se han apuntado problemas de calidad, tendencia que en el último año se ha intentado corregir. Existe poca incidencia del sistema de planificación.  2) Énfasis en lo comunitario y políticas sociales centradas en las clases populares. La política social venezolana asume la corresponsabilidad del Estado y la comunidad en la prestación de los servicios. Eso hace partícipe a la ciudadanía no solo de la decisión sino también de la ejecución de la acción pública. En algunos casos esta ha derivado en falta de profesionalización de los servicios y en “feminización” del trabajo voluntario.  3) La centralidad de los recursos provinentes de la explotación del petroleo. Venezuela es un país rico en recursos naturales. El sistema impositivo queda en un segundo plano en el modelo de construcción del bienestar. 

Bolivia: la centralidad de la plurinacionalidad
En Bolivia, a partir de la victoria de Evo Morales, se empieza a experimentar un proceso de recuperación del Estado, de forma paralela al reconocimiento de la plurinacionalidad. De esta manera, se le da importancia al sistema de planificación, aunque de una manera menos completa que en el Ecuador, resultando un Plan nacional de desarrollo con vigencia de 2006 a 2009. Distintos indicadores nos dan cuenta del aumento de la intervención del Estado en la economía y del retorno de ciertas funciones sociales a las instituciones públicas. Estas transformaciones, junto a un contexto económico favorable, dan lugar a mejoras en indicadores socioeconómicos. Así pues, de una cifra de pobreza moderada del 60,6% de la población al 2005 se pasa al 45% al 2012 (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, 2013a). Y desctacarse también que 2008 fue declarado tercer país en América Latina libre de anlfabetismo: de una tasa del 11% en 2005 se pasa al 3,4% en 2008.
En relación al campo social, la intervención se amplia en cuanto a coberturas e inversión social, y se da importancia a la cuestión de la plurinacionalidad. El esquema de actuación, pero, aún sigue en un esquema marcado por las transferencias condicionadas[footnoteRef:13] y la ejecución de programas focalizados[footnoteRef:14], y con un marcado peso de la presencia de ONG y organismos internacionales. Aunque con mejorías evidentes en el periodo estudiado, la fuerte presencia de necesidades insatisfechas en el país así como la falta de una administración pública estable y consolidada, son algunos de los motivos que pueden esgrimirse para explicar la cierta continuidad conceptual y operativa en la agenda social. Así pues, y citando a fuentes gubernamentales, “las principales medidad implementadas (...) fueron el descongelamiento del Salario Mínimo Nacional (SMN), los continuos increementos salariales por encima de la tasa de inflación – con lo que se incrementa el salario real y la capacidad de compra de los trabajadores-, y la entrega de la Renta Dignidad, el Bono Juancito Pinto y el Bono Juana Azurduy en favor de la población más vulnerable y que permitieron que miles de familias incrementen sus ingresos económicos y mejoren su calidad de vida” (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, 2013b:154) [13:  En 2012 tres de cada diez bolivianos se benefician de las transferencias condicionadas en efectivo: Renta Dignidad - un pago de por vida no heredable, y destinado a todas la bolivianas y bolivianos que tengan 60 años -, Bono Juancito Pinto - establecido con el objetivo de incentivar la matriculación en los centros educativos y disminuir la inasistencia y la deserción escolar -  y Bono Juana Azurduy - transferencia otorgada en beneficio de las madres en periodo de embarazo y niños y niñas menores de dos años.]  [14:  Entre otros el Programa “Bolivia Cambia, Evo Cumple”, iniciado en 2006 y que tiene por objetivo destinar recursos directos a los municipios y comunidades para la ejecución de proyectos de infraestructura y equipamiento en las áreas de salud, educación, deportes, producción, riego, saneamiento básico, equipamiento comunal e infraestructura vial (4.127 proyectos, 389 miliones de dolares); el Programa Nacional de Post Alfabetización “Yo Si Puedo Seguir” 2009; el Programa “más inversión para el agua” o la Tarifa Dignidad por bajo consumo de electricidad que beneficía al 50% del total de consumidores de energía eléctrica.
] 

Junto a estas medidas debe señalarse un aumento importante del gasto social de la Administración central que en 2012 llega al 11,5% del PIB. Desde 2006 esta cifra correspendo a un incremento de 97%. De forma desagregada, el sector Educación representa el 45,7% del gasto total, seguido por Protección Social con el 40,4%, después el Sector Salud, 11,7% y Vivienda y Servicios Comunitarios con 2,3%. (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, 2013b). También debe destacartse una extensión del sistema de pensiones vinculado a la seguridad social (contributiva y no contributiva) con la Ley 065, vigente desde diciembre de 2010. En este sentido, podemos hablar de una universalización de mínimos de ciertos derechos de educación, salud y protección social.

A modo de resúmen, se adjunta un primer cuadro descriptivo de como se estan conformando en cada país las dimensiones constitutivas del régimen de bienestar. En una fase posterior se van a introducir los conceptos de (des)mercantilización, estratificación, calidad de la fuerza de trabajo y (des)familiarización para profundizar en el análisis de los modelos de bienestar.

Tabla 1. Dimensiones del bienestar en Ecuador, Venezuela y Bolivia

	Dimensiones del bienestar
	Ecuador[footnoteRef:15] [15:  Para un análisis más profundo del caso ecuatoriano ver Minteguiga y Ubasart (2013).] 

	Venezuela
	Bolivia

	Referente normativo global del modelo
	Discursivamente universalista
	Discursivamente universalista en la carta magna. Focalización como fundamento de las misiones.
	Discursivamente universalista. 

	Manera como se configuran los derechos sociales pilares del bienestar (salud y educación)
	Universalización de mínimos
	Políticas destinadas  a las clases populares
	Universalización de mínimos

	Modo de estructura la protección social
	Discursivamente con una concepción amplia y progresista de la protección social. Aumento de políticas de atención a la dependencia e inclusión, pero conceptualmente aún herederas de perspectivas propias de la etapa neoliberal
	La seguridad social no es una prioridad del régimen. 
Las políticas de atención a la dependencia y las de inclusión social se realizan a través de misiones.
	Discursivamente con una concepción amplia y progresista de la protección social. 
Universalización de mínimos de algunas prestaciones de la seguidad social.  

	Régimen de fiscalidad
	Aumenta la eficacia y eficiencia del sistema tritutario
	Los ingresos de las misiones provienen mayoritariamente de las rentas petroleras
	Se introducen algunas reformas tributarias pero aún innecesarias para construir un sistema progresivo.

	Relaciones de empleo
	Avance en la dignificación de trabajador. Mejoras en indicadores como trabajo pleno y afiliado a la seguridad social.
	Avance en la dignificación de trabajador. Aumenta la protección del trabajador frente al empersario.
	Avance en la dignificación de trabajador. Incrementa el salario real y la capacidad de compra de los trabajadores

	Efectos en la estructura social
	Mejora indicadores macroeconómicos como probreza o desigualdad
	Mejora indicadores macroeconómicos como probreza o desigualdad
	Mejora indicadores macroeconómicos como probreza o desigualdad


Fuente: Elaboración propia a partir de las dimensiones de Adelantado y Gomà (2000:69)

[bookmark: _GoBack]5. Conclusiones preliminares
La amplicación de agenda que llevan a cabo las constituciones, así como la recuperación del Estado por parte de los tres países estudiados, permiten pensar en la posibilidad de consolidación de una transformación en la agenda social innovadora.  Por el momento, lor régimenes de bienestar se encuentran en construcción y disputa. Y aún con bastantes elementos conceptuales y operativos que provienen del pasado.
El bienestar de estos tres países andinos podría ser conceptualizado, si hay un desarrollo material de los derechos constitucionalizados en el próximo periodo, como un modelo en el que se  complementarían los pilares clásicos del régimen del Estado del bienestar keynesiano-fordista europeo surgido con posterioridad a la II Guerra Mundial – centrado de manera importante en la garantía de derechos salud, educción, protección social, trabajo y vivienda-, con elementos innovadores que no contemplaban los modelos anteriores, o no con la fuerza que aportan las agendas alargadas de derechos de estos países que han recuperado Estado- el respeto a la plurinacionalidad e interculturalidad, la importancia de la generación de capacidades y oportunidades poniendo en el centro la idea de la autonomía, la participación ciudadana y transparencia, los derechos a la naturaleza, cuestiones de género, la inclusión social, el valor de la diversidad, la crítica al consumismo y a la centralidad del trabajo productivo, el valor del tiempo y del ocio creativo, etc. 
En este sentido, esta nueva manera de pensar el bienestar y los cuidados es un reto en elaboración que tiene estos tres países. Así pues, a la forma tradicional de entender el bienestar se le sumaría o hibridaría la inclusión de perspectivas emancipadoras acordes a los cambios políticos, sociales y culturales que se han experimentados en medio siglo transcurrido desde la irrupción de los modelos clásicos de los “30 gloriosos” keynesianos. Y quizá este desafío solo podrá ser impulsado, en nuestros días, y debido a la crisis política y económica europea, por países latinoamericanos en transformación.
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